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SEGURIDAD SOCIAL / SOLICITUD RECONOCIMIENTO PENSIÓN / EXISTE FALLO DE TUTELA DE AMPARO TRANSITORIO / COSA JUZGADA / DEBIÓ ACUDIR A LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA  / CONFIRMA – Pero más que ello, surge patente la cosa juzgada constitucional al coincidir esta acción con la referida y tramitada por Juzgado Único Penal de Circuito Especializado de esta ciudad; los sujetos, así ahora se dirija contra la UGPP, por ser su sucesora jurídica para los temas pensionales; objeto (cumplir los requisitos para ser beneficiario de la pensión gracia y sufrir un perjuicio irremediable ante la negativa) y pretensiones (al solicitar su reconocimiento).

En este orden de ideas, en sentencia del año 2005, los hechos que dan lugar a esta acción fueron estudiados y tutelados los derechos que con ellos se vulneraron, por lo que debe ser definida la controversia de manera definitiva por la jurisdicción contencioso administrativa al vencer los efectos transitorios del amparo, ante la omisión del accionante en incoar las acciones ante el juez natural.
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Acta número ____ del 18-06-2018  
Decide la Sala la impugnación de la sentencia proferida el 16/05/2018 por el Juzgado Tercero Laboral del  Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada el señor Álvaro Evelio Romero Caicedo, identificado con cédula de ciudadanía No. 3’050.516, residente en Avenida 30 de Agosto, número 34-38 Torre 2 Apartamento 802, del municipio de Pereira, en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP.
ANTECEDENTES
1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes en los que se funda
Quien promueve el amparo, pretende que se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, la seguridad social, la vida digna, tercera edad y el mínimo vital.
Así, solicita se ordene a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales -UGPP- le reconozca la Pensión de gracia.
Narra el accionante que cumple con los requisitos para adquirir la pensión en mención al tener más de 50 años de edad y contar a 1993 con más de 20 años de servicio de carácter nacional, al ingresar al magisterio en 1973.

Agrega, que tuvo buena conducta y no recibió pensión o recompensa de la Nación; que en 1998 solicitó la pensión de gracia a la Caja Nacional de Previsión. 
2. Pronunciamiento del Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social. 
De manera extemporánea solicitó se declare improcedente esta acción al no cumplirse los requisitos de subsidiariedad e inmediatez; adicionalmente, que se declare que el actor obró con temeridad al haberse tramitado otra acción ante el juzgado único Penal del Circuito Especializado de la ciudad de Pereira, que tuteló de manera transitoria sus derechos, que dio lugar a que se reconociera  la gracia pensional el 11/05/2006, siendo retirado el actor de nómina por cuanto no presentó la demanda ante la jurisdicción contenciosa administrativa.
3. Síntesis de la sentencia de tutela
La Jueza de instancia negó por improcedente la acción de tutela; por cuanto el accionante siempre ha obtenido respuestas de fondo, además su derecho a la seguridad social fue protegido temporalmente, mientras la justicia contenciosa administrativa definiera la situación, y no se advierte que el accionante haya iniciado el correspondiente proceso, no siendo la tutela el medio idóneo para resolver el derecho que se discute. Igualmente, no satisface el requisito de  inmediatez, ni sufre un perjuicio irremediable.
4. Impugnación

El accionante argumentó que cumple las condiciones estipuladas en la sentencia T-138 de 2010, por lo tanto la acción de tutela deja de ser subsidiaria y pasa a ser principal. Aunado a ello, aduce que la falta de pago de la mesada a la que tiene derecho le ocasiona un perjuicio irremediable y afecta su mínimo vital, por lo que es innecesario comprobar la precariedad de su situación económica, salud, física o mental. 
Finalmente, en cuanto a la inmediatez, menciona que el derecho pretendido se causó desde el año 1993 y la acción de tutela puede ser incoada en cualquier tiempo y/o lugar.

CONSIDERACIONES

1. Competencia

Este Tribunal es competente para conocer de la presente acción, al ser superior funcional del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, quien profirió la decisión.
2. Problema jurídico

En atención a lo expuesto por el accionante, la Sala se formula el siguiente:
¿Hay lugar a tutelarse nuevamente los derechos invocados por la accionante, luego de haberlo sido de manera transitoria y dejando vencer el término otorgado para incoar la acción contenciosa, sin hacerlo? 
3. Solución al interrogante planteado
3.1 Requisitos de procedencia de la tutela 
Se tiene como requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, según el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991: (i) la presunta vulneración de un derecho fundamental por acción u omisión de una autoridad pública y en algunos casos por particulares, (ii) legitimación por activa y por pasiva de los accionados, (iii) la inmediatez y (iv) subsidiariedad
.

En cuanto a los dos primeros no existe duda se encuentran satisfechos, dado que alega el accionante que es beneficiario de la pensión de gracia negada por la accionada y ser derechos fundamentales la seguridad social y el mínimo vital.
Igualmente, el de inmediatez, pues si bien en principio podría considerarse no se satisface al mediar más de 19 años entre el momento en que solicitó su reconocimiento (1998), como lo afirmó en el escrito de tutela y la fecha en que incoó esta acción (año 2018); lo cierto es, que por tratarse de un derecho pensional que goza de imprescriptibilidad, razón por la cual no están sometidas a  caducidad las acciones de este tipo en la jurisdicción contenciosa administrativa  (art.164 lit c) ley 1437 de 2011); por lo que se debe predicar el cumplimiento de este presupuesto.
Bien. El que si presenta reparo es el requisito de subsidiariedad, como pasa a explicarse. 
Como regla general se tiene que la acción de tutela procede cuando no existan otros medios judiciales para la protección del derecho amenazado o vulnerado; sin embargo, de manera excepcional, la tutela desplaza al medio ordinario cuando este no es eficaz e idóneo para salvaguardar los derechos fundamentales y sea imprescindible la intervención del juez constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable; en este caso, la tutela procede como mecanismo transitorio de protección.

En relación con la idoneidad del medio judicial adujo, también el órgano de cierre en materia constitucional
 que es necesario revisar que los mecanismos judiciales tengan la capacidad para proteger de forma efectiva los derechos de la persona, esto es, verificar que las pretensiones pueden ser tramitadas y decididas de forma adecuada por esta vía, o si por su situación, no puede acudir a dicha instancia.

Respecto del perjuicio irremediable, que debe estar acreditado, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es insuficiente para justificar la procedencia de la acción de tutela, teniendo en cuenta que al Juez de tutela le está vedado, en términos de la Corte Constitucional
, estructurar, concebir, imaginar o proyectar, por sí mismo el contexto en el que ha ocurrido el presunto perjuicio.

Asimismo, dicho perjuicio en los términos de la Corte Constitucional
 debe ser (i) inminente, esto es que amenaza o está por suceder; (ii) urgente, que es necesario realizar o ejecutar para dar respuesta con prontitud; (iii) grave, que equivale a la intensidad del daño en la persona y (iv) que sea la acción de tutela impostergable en virtud de la urgencia y gravedad.
Descendiendo al caso bajo estudio, se acreditó que al accionante, el 13-12-2005, el Juzgado Único Penal de Circuito Especializado le tuteló, de manera transitoria, los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, seguridad social y mínimo vital y en consecuencia, ordenó a la Caja Nacional de Previsión Cajanal, hoy UGPP, que desde la notificación de dicha providencia hasta cuando la Jurisdicción Contencioso Administrativa lo decida en forma definitiva, adopte la decisión que corresponda (refiriéndose a la pensión gracia), respecto a cada uno de los docentes acciones (incluido el actor), con fundamento en las leyes que regulan el asunto (fl. 75 a 79) y al accionante lo previno para que instaurara la correspondiente acción ante la jurisdicción contenciosa administrativa a más tardar dentro de los 4 meses siguientes a la notificación del fallo.
Fue así, que la accionada cumplió la orden y le reconoció la pensión gracia por resolución 22400 del 11-05-2006, efectiva a partir del 15-09-1994, pero con efectos fiscales a partir del 30-03-2006  (fl. 202).
Luego, mediante resolución 34331 del 1-09-2017 se negó la pensión de jubilación gracia, que fue confirmada (fl. 109).
Por el contrario, no obra prueba alguna, que dé cuenta de la acción contenciosa administrativa que hubiere adelantado el actor, de lo que se infiere que adoptó una postura omisiva, al dejar transcurrir el tiempo concedido en el fallo de tutela, de 4 meses, sin adelantar el proceso contencioso ante el juez natural para que le resolviera de manera definitiva la controversia. De esta manera, se colige que se incoa esta acción como el medio para solucionar el actor su incuria, sin que ello pueda patrocinarse.

Pero más que ello, surge patente la cosa juzgada constitucional al coincidir esta acción con la referida y tramitada por Juzgado Único Penal de Circuito Especializado de esta ciudad; los sujetos, así ahora se dirija contra la UGPP, por ser su sucesora jurídica para los temas pensionales; objeto (cumplir los requisitos para ser beneficiario de la pensión gracia y sufrir un perjuicio irremediable ante la negativa) y pretensiones (al solicitar su reconocimiento).
En este orden de ideas, en sentencia del año 2005, los hechos que dan lugar a esta acción fueron estudiados y tutelados los derechos que con ellos se vulneraron, por lo que debe ser definida la controversia de manera definitiva por la jurisdicción contencioso administrativa al vencer los efectos transitorios del amparo, ante la omisión del accionante en incoar las acciones ante el juez natural.

CONCLUSIÓN

Por consiguiente, hay lugar a confirmar la sentencia de primera instancia, por las razones aquí expuestas.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 16-05-2018 proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira dentro de la presente tutela, incoada por el señor Álvaro Evelio Romero Caicedo contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP..
SEGUNDO: COMUNICAR esta decisión a las partes e intervinientes en el término de Ley y al juzgado de origen.

TERCERO: REMITIR el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




     Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T-275 de 12-04-2012, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Sentencia T-304 de 15-06-2016, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Ibídem.


� Sentencia T-647 de 13-10-2015, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
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